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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con ocho minutos del 

e.lía dieciocho ele febrero de dos mi 1 veintidós. 

El día treinta de noviembre de dos mil veintiuno se recibió denuncia interpuesta por el señor 

 contra el señor ,  de 

Transporte Terrestre del V icem in isterio de Transporte, y documentación adjunta ( fs. 1 a 1 5) . 

El denunciante menciona que se aprobó el Decreto Legislativo Nº 858, publicado en el Diario 

Oficial Nº 91, Tomo Nº 43 de fecha catorce de mayo de dos mil veintiuno en el cual se regulan 

disposiciones transitorias tendientes a resolver las interrupciones que ha provocado la pandemia Cov id-

19 en la cadena ele producción y suministro ele unidades de transporte a nivel internacional, y que las 

mismas sean sustituidas por los concesionarios y "pennisionarios" de transporte público colectivo del 

país. 

Según la referida disposición las unidades de transporte tendrán derecho a percibir la 

correspondiente compensación económica si cumplen los requ isitos que establece la Ley Transitoria 

para le Entrega de la Compensación Económica y Estabilización de las Tarifas del Servicio Público ele 

Transporte Colectivo de Pasi\jeros. 

El señor  seña la que tiene conocimiento que dentro de las 

unidades de transporte público que poseen los transportistas existen varias que se han amparado a dicho 

Decreto, cuyo plazo es de un año desde el momento ele su aprobación; es decir, hasta el día catorce ele 

mayo de dos mil veintidós para operar sin ninguna restricción por el tiempo de vida útil que éstas tienen; 

sin embargo, al matricular ese tipo de unidades únicamente se estún otorgando seis meses y no doce 

meses, corno lo refiere la c itada normativa. 

El denunciante añade que no se está ciando trámile ni respuesta a procesos administrativos que 

han realizados loa transportistas, especialmente a los veh ícu los del año mil novecientos noventa y nueve, 

los cua les se ha sido beneficiados con ese Decreto. 

Por lo tanto, el señor  atribuye al denunciado violar princ1p1os 

consti tucionales, éticos y disposiciones de la Ley ele Procedimientos Administrativos (LPJ\), e incluso 

constitutivo de delitos. Particularmente sefiala que se han transgredido los artículos 4 letras b), el), c) g), 

h), i); 6 letras i) e j) de la Ley ele Ética Gubernamental (LEG). 

Al respecto este T ribunal hace las siguientes consideraciones: 

l. El procedimiento admin istrativo sancionador competenc ia de este Tribunal tiene por objeto 

determinar la ex istencia ele infracciones a los deberes y prohibiciones éticos regulados en los artículos 

5, 6 y 7 ele la LEG y sancionar a los responsables de las mismas. 

Con este mecan ismo se pretende combatir y erradicar todas aquellas prácticas que atentan 

contra la debida gestión ele los asuntos públ icos y que pueden constituir actos de corrupción. De esta 

forma, la labor encomendada a este T ribunal refuerza los compromisos adqu iridos por el Estado con 

la ratificación de la Convención lnteramericana Contra la Corrupción y de la Convención de las 

Naciones Unidas Contra la Corrupción. 

Dentro ele ese rnarco, el arr.ículo 33 inciso 1 º de la LEG establece que una vez recib ido el aviso 

o denuncia si existieren elementos que permitan determinar la posible vio lación de un deber o 

prohibición ética, el Tribuna l procederá a iniciar la investigación preliminar. 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En 
ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en 
el artículo 30 de la LAIP, se extiende la segunda versión pública en aplicación del criterio de la 21-20-RA-SCA del 
16/11/2020.



Por otra parte, el artículo 80 letra b) del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental - RLEG­

establece como cnusal de improcedencia de la den uncia o aviso que "el hecho objeto de denuncia o 

aviso no se pe1jile como transgresión a los deberes o prohibicio11es éticos ", regu Indos en los arts. 5, 6 

y 7 de la LEO. 

Por lo que, toda conducta u omisión constitutiva de infracción administrati va debe estar descrita 

con claridad en una norma. por ende, la facultad sancionadora de esta institución se restringe 

únicamente a los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones éticos regulados por la LEG, ya que 

la potestad sancionndora de la Administración Pública, es un poder que deriva del ordenamiento 

jurídico, encontr{indose en la ley respectiva la delimitación de su ámbito de competencia. 

El principio de legalidad,"[ . .. ] impone el actuar riguroso de la Admi nistración conforme lo 

que estipu le la ley en cuanto a la creación del catá logo predetermi nado, claro y preciso de las 

infracciones penales y administrati vas. Del mismo devienen dos principios que han adquirido una clara 

autonomía en esta sede. el de reserva legal y de tipicida(r (Sentencia del 29-IV-2013. lnc. 18-2008, 

Sala de lo Constitucionnl). La reserva legal obliga a los regímenes administrativos sancionatorios a 

que las limitaciones a derechos fundamentales deban real izarse únicamente mediante una ley formal -

emanada de la Asamblea Legis lativa-; lo que conlleva inevitablemente al respeto de la tipicidad, 

med iante la cual se configura la conducta regu lada en la infracción administrati va, así como la sanción 

que corresponde a esta. La definición inequívocn de la materia de deber y prohibición es lo que permite 

a este Tribunal encajar los hechos planteados a una infracción determinada. 

II. Del anúlisis de los hechos objeto de denuncia, se advierte que el seíior  

 atribuye al señor ,  de Transporte 

Terrestre del Viceministerio de Transporte, el incumplimiento del citado Decreto Legislativo refe rente 

a la Ley Transitoria para le Entrega de la Compensación Económi ca y Estab il ización de las Tarifas del 

Servicio Públ ico de Transporte Colect ivo de Pasajeros, por cuanto dicho funcionario público otorgaría 

seis meses a los transportistas para "operar", no obstante dicho cuerpo normativo establecería doce 

meses para ello. 

Además, el denunciante afinna que no daría respuestas a los peticionarios y usuarios, 

especialmente a los vehículos del año mil novecientos noventa y nueve, por lo cual violentaría 

principios constituciona les, principios éticos y las prohibiciones éticas reguladas en los art. 6 letra i) y 

j) de la LEG, la LPI\ y posiblemente la comisión ele de li tos. 

Al respecto, es preciso acotar que toda autoridad administrativa estú supeditada a una serie de 

principios de rango const itucional, entre los que destaca el de legalidad consagrado en el inciso 3° del 

artículo 86 de la Constitución. Como consecuencia de ello, la Administración Pública sólo puede actuar 

cuando existe una ley formal que la habilite para tal efecto. y dentro de los límites establecidos por la 

misma. 

Así, para que la denuncia sea procede11/e ante este Tribunal es i111presci11dible que el asunto 

expuesto en la 111is111a sea propio del marco ético establecido en los artículos 5, 6 y 7 de la LEG, por 

lo que al trascender de este límite habrá distintas acciones en otras áreas del ordenamiento jurídico que 

ya no corresponde conocer a esta autoridad. 

Ahora bien, es preciso indicar que la prohibición ética de denegar a una persona la prestación 

de un servicio público a que tenga derecho, en razón de su naciona lidad, raza, sexo. religión, opinión 

política, condición social o económica, discapacidad, o cualquiera otra razón injustificada, regulada en 
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el artículo 6 letra j) de la LEG, pretende evitar que los servidores estatales limiten el acceso a 

determinado servicio público, fundando su negativa para concederlo en conclicioncs como las 

precitadas y seleccionando a las personas que sí pueden tener acceso a la prestación, lo cual implica 

una desviación manifiesta del mandato consagrado en el artículo 3 de la Constitución, el cual proscribe 

la limitación al goce de los derechos de las personas con base en las mismas causa les. 

A ese respecto, la jurisprudencia constitucional ha interpretado que la enunciación de dichos 

motivos en la citada disposición no es taxativa o cerrada, sino más bien ilustrativa, pues son situaciones 

bajo las cuales comúnmente se ha manifestado la des igua ldad, pero advierte que pueden ex istir otras 

razones por las cua les a una persona se le excluya del goce de los derechos reconocidos a los demás 

que se encuentran en su misma posición ante la ley (sentencias ele la Sa la de lo Constitucional ele la 

Corte Suprema de Justicia, 1 nconstitucional id ad 3-95 del 24!Xl/ l 999;y Amparos 830-1999 del 

l 8N III/2003, 18-2004 del 9/ 12/2009 y. 259-2007 del 6/VI/2008). 

En todo caso, las diferenciaciones y exclusiones que se proscriben son las arbitrarias, es decir, 

las que no devengan de motivos razonables, de la naturaleza de la real idael, ni sean comprensibles 

según la situación jurídica concreta (sentencia ele la Sala ele lo Constituciona l ele la Corte Suprema de 

Justicia del 12Nll/2005, lnc. 59-2003). 

Por tanto, del aná lisis del presente caso no es posible identificar elementos del tipo, pues no 

se constituyen indicios que reflejen una supuesta denegatoria de la autorización ele matrícula las 

unidades ele transporte de los conces ionarios o pennis ionarios que no pudieron refrendarse en el año 

dos mil ve inte en los términos establecidos en la prohibición ética aludida, pues no deviene de actos o 

conductas de discriminación contra señor ; sino más bien, se hace alusión 

por parte del denunciante a una inconformidad con el plazo que se otorgaría a dichos transportistas, el 

cua l sería de seis meses. 

En otro orden ele ideas, el señor  menciona que no se daría respuesta a 

procecl im ientos administrativos que habrían real izados los transportistas ele vehícul os del aiio mi 1 

novec ientos noventa y nueve; al respecto es preciso ac larar que la prohibición ética regulada en el 

artículo 6 letra i) de la LEG prescribe: "Retardar s in 11/0fivo legal la prestación de los servicios, 

trámites o procedi1J1ie11tos adminisrrativos que le correspo11de11 según sus f1111ciones", refi riendo 

además que éste se configura"( ... ) cuando una persona suj eta a la aplicación ele esta Ley difiriere, 

detiene, entorpece o di lata la prestación de los servicios, trám ites y procedimientos administrativos no 

acatando lo regulado en la ley, en los parámetros ordinari os establecidos en la institución pública o, en 

su defecto, no lo haga en un plazo razonable". 

Así, la norma estab lece tres elementos que de manera conjunta configuran el retardo aludido, 

así tenemos: ( 1) El objeto sobre el que recae, estableciendo que éste debe ser necesariamente sobre 

servicios administrati vos, que son prestaciones que se pretenden satisfacer por parte de la 

Administración Pública a los administrados; trámites administrativos, que comprenden cnda uno de los 

estados, diligencias y resoluciones de un asunto hasta su terminación; y procedimientos 

administrativos, que están conformados por un conju nto de actos, diligencias y reso luciones que tienen 

por finalidad ültírna el dictado de un acto administrativo. (2) La acción u omisión del suj eto, traducida 

en diferir, detener, entorpecer o dilatar, referidas en suma, a ap laza r u obstaculizar ele fo rma alguna la 

función que corresponde ejercer. Y (3) que dicha acción u omisión esré fundada en la inobservancia 
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de lo establecido en la ley, los parámetros ordinarios establecidos por la institución públ ica o traspase 

los límites de un plazo razonable. 

Ciertamente, de conformidad a lo establecido en el artículo 1 de la LEG, el procedimiento 

administrativo sanc ionador competencia de este Tribunal tiene por objeto esencial determinar la 

existencia de infracciones a los deberes y prohibiciones éticas reguladas en ella, teniendo potestad 

sancionadora frente a los responsables de las contravenciones cometidas; sin embargo. lo que se 

persigue es combatir y erradicar todas aquellas pnícticas que atentan contra la debida gestión de los 

asuntos públicos y que constituyen actos de corrupción dentro de la Administración Pública. 

El artículo 3 letra f) de la LEG, define la corrupción como "el abuso del cargo y de los bienes 

públicos, cometidos por servidor público, por acción u omisión, para la obtención de un beneficio 

económico o de otra índole, para sí o a favor de un tercero" 

Por tanto, de la denuncia. no se advierte la ex istencia de elementos que permitan dilucidar 

el supuesto retardo injustificado en los términos del art. 6 letra i) de la LEG. por parte del señor 

, pues de la relación de los hechos únicamente se ind ica la supuesta 

fa lta de respuesta de los procedimientos administrativos en comento sin mencionar otros aspectos 

que denoten actos ele corrupción por sí mismo, sino mas bien refieren di chas circunstancias a un 

mero retraso en el trümite, pues no concurre ninguna de las causas de retardo que establece la 

normativa citada. 

Finalmente. el sciior  atribuye al sciior  

 que habría violentado los principios establecidos en el art. 4 letras b). el), e), g). h) 

e i) de la LEG estab lece una serie de principios inst itucionales, atribuidos a la Ética Pública, los 

cuales deben regir el actuar de tocios aquellos servidores que forman parte de la Administración 

Públ ica. Sin embargo, estos principios poseen una estructura abierta e indeterminada, cuya proposición 

no está formada por un supuesto de hecho al que se le pueda atribuir una consecuencia jurídica, como 

sí están compuestas las conductas tipificadas por los arts. 5, 6 y 7 de la LEG. 

En resoluciones de los procedimientos referencias 90-D- l 5 pronunciada el día l 3-Vl- 16, 72-D­

l 5 del 30-06-16. 154-0-17 del l l-Vll-2018, 141-0-18 del 05-fV-1 9, 42-0-21del21-V-2021, entre 

otras, este Tribunal ha sostenido que "Los principios de In ética pública son postulados normativos de 

naturaleza abstracta que establecen lineamientos para el desempeño ético en la función pública y 

constituyen una guía para la aplicación de la ley de la materia; sin embargo, de rnanera aislada o 

autónoma no son o~jcto de control directo de este Tribuna l, sino que su inobservanc ia debe vincularse 

necesariamente con la transgresión de uno de los deberes o prohibiciones éticas. regulados en los 

artículos 5. 6 o 7 de la LEG ... 

Por tanto, para poder conocer un supuesto de hecho en el procedimiento administrativo 

sancionatorio de este Tribunal, el mismo debe estar vincu lado a uno o más de los deberes y 

prohibiciones éticos regulados en la LEG. 

Esto es así, ya que si bien los principios regulados en el art. 4 de la LEG tienen referencia directa 

y presencia en las conductas contrarias a la ética públ ica, estos no constituyen por sí mismos un 

parámetro normativo para la tramitación de un procedimiento ad ministrativo sancionador en esta sede. 

En ese sentido, del hecho antes descrito no se advierten elementos que suponga una violación 



a algún deber o prohibición é1ica en comento, por lo que este ente administrativo carece de competencia 

para conocer del mismo. 

Y es que la tipificación de conductas y cs1ableci111ien10 de sanciones es creada por el legislador 

y no por la au1oridad ndministra1iva, pues esta última lo que realiza es su aplicación, como 

manifestación del respeto a la legalidad y a la seguridad j urídica . 

Por otro lado, es preciso acotar que la imposibilidad por parte de este Tribunal ele controlar 

las ac1uaciones de los denunciados no significa una dcsprotccc ión de los bienes jurídicos que pudieran 

verse comprometidos sino únicamente que deberán ser otras ins1ancias las que, dentro de sus 

competencias, <.:va lúen y determinen las responsabilidades que correspondan, pudiendo el denunciante, 

si así lo estima pertinente, avocarse a las mismas a fin ele denunciar lo ocurrido. 

De manera que, este Tribunal se encuentra impedido de conocer respecto de los hechos objeto 

de denuncia antes señalados. 

Por 1an10, con base en lo dispuesto en los nr1 ículos 1, 2, 5, 6 y 7 de la Ley de Ética 

Gubernamenta l, 80 letra b) del Reglamento de dicha ley, este Tribunal RESUELVE: 

a) Dec/órase improcedente la denuncia presentada por el seiior  

; por los hechos y moti vos expuestos en el considerando 11 de la presente resolución. 

b) Tié11e11se por señalados para oír n01ificaciones la dirección física y el medio 1écnico que 

constan a fol io 3 frente del presente expediente. 

Notifíque.\·e. 

PRONUNCIAD 
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